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La defensa 
de la competencia 

en España
a partir del artículo 38 

de la constitución española.

La competencia ha sido una protagonista destacada de los medios de co-
municación. Las discusiones relacionadas con la liberalización de los
mercados y la eliminación de la regulación ineficiente ha puesto al 

alcance de muchos ciudadanos ideas y
argumentos que han contribuido a in-
crementar su confianza en el mercado
como instrumento que contribuye a la
eficaz asignación de los recursos. Ahora
las cuestiones relacionadas con la com-
petencia están sumidas en un discreto
silencio, pero, en todo caso, lo que se
ha hecho durante los últimos años ha si-
do relevante. Si quince años atrás el es-
cepticismo o la aversión eran las notas
destacadas de las reacciones de los ciu-
dadanos ante un inevitable proceso de
liberalización y eliminación de la regu-
lación ineficiente, ahora se exige a las

AMADEO PETITBÒ
Catedrático de Economía Aplicada
Universidad Complutense de Madrid

administraciones que aceleren dichos
procesos como medio para eliminar pri-
vilegios injustificados y las rentas ex-
traordinarias que algunos operadores
económicos obtienen como resultado
de la existencia de obstáculos al libre
mercado. Además, como nota destaca-
da, debe subrayarse la incorporación al
sistema español de defensa de la com-
petencia de los nuevos organismos au-
tonómicos, aunque es pronto para hacer
una valoración de su actividad dado que
los tribunales autonómicos de defensa
de la competencia todavía no han finali-
zado ningún expediente.

Como subrayó la OCDE (OCDE, 2000), la
experiencia de la economía española,
«constituye una manifiesta evidencia del
valor de las reformas estructurales y regula-
torias en apoyo del crecimiento económi-
co. Entre los factores relacionados con el
fuerte crecimiento económico de la econo-
mía española en los últimos tres años, la li-
beralización de los mercados y la apertura
de la economía han sido cruciales. Tales
reformas, iniciadas hace 15 años y acelera-
das desde 1996, también han contribuido a
flexibilizar y hacer más competitiva la eco-
nomía, y han acelerado la convergencia de
España en relación con Europa».



La liberalización sigue ritmos distintos se-
gún los mercados. En el caso de los pro-
ductos industriales contabiliza una dilata-
da historia. La liberalización del comercio
internacional ha tenido efectos contun-
dentes sobre la liberalización de los pro-
ductos manufacturados que han sido ob-
jeto de intercambios internacionales sin
precedentes. Pero la libertad del mercado
internacional no ha incidido con la misma
intensidad sobre el sector servicios, refle-
jando una asimetría de difícil justificación:
el sector industrial liberalizado y sometido
a la competencia nacional e internacional
convive con el sector servicios que, en
muchas de sus actividades, resulta prote-
gido de la competencia debido a las fuer-
tes barreras que dificultan su integración
en el comercio internacional (1).

Con este marco de referencia, el presente
trabajo se referirá a la reciente experien-
cia española en relación con la introduc-
ción de competencia y eliminación de la
regulación ineficiente en los mercados de
bienes y servicios haciendo una mención
especial al artículo 38 de la Constitución
Española (CE) y a la Ley de Defensa de la
Competencia (LDC) entendida como un
instrumento cuyo objetivo es el funciona-
miento competitivo de los mercados.

El análisis económico, 
la evidencia empírica y la
voluntad liberalizadora

El análisis económico revela que el meca-
nismo que coordina los objetivos de los
productores y los consumidores es el sis-
tema de precios. La «mano invisible» de
Adam Smith pierde su invisibilidad cuan-
do los mercados de los bienes y servicios
se equilibran en aquel punto en que
coinciden la oferta y la demanda. En di-
cho punto todos aquellos que intervienen
en los intercambios optimizan sus objeti-
vos: los ciudadanos, su utilidad, y las em-
presas, sus beneficios, alcanzándose el
equilibrio competitivo y maximizándose
los beneficios de la sociedad, de acuerdo
con Adam Smith, o el «dividendo nacio-
nal», de acuerdo con Pigou (2).

Para que los mercados alcancen los
oportunos equilibrios competitivos es

necesario que los agentes económicos
no puedan fijar los precios independien-
temente y, en consecuencia, los tomen
como dados. Sin embargo, el propio sis-
tema de mercado genera incentivos que
fomentan la elaboración de estrategias
dirigidas a incidir sobre el sistema de
precios mediante acuerdos colusivos o la
explotación de posibles situaciones de
posición de dominio con el fin de obte-
ner beneficios extraordinarios. Cuando
se contabilizan dichos beneficios ex-
traordinarios —rentas de monopolio—
durante un período suficientemente lar-
go, puede sostenerse que la competen-
cia ha sido obstaculizada de manera
que, al igual que ocurre con los efectos
de la regulación ineficiente, genera cos-
tes evitables y precios que pueden ser
reducidos mediante la liberalización, la
supresión o modificación de dicha regu-
lación (3) y la defensa y promoción de
la competencia.

Como ha puesto de relieve la OCDE, el
impacto de la regulación ineficiente pue-
de ser relevante. En efecto, según sus es-
timaciones, apoyadas en un análisis está-
tico que minusvaloraba los resultados, ha
evaluado, sobre la base de los datos co-
rrespondientes a la economía española
en 1990, que los efectos potenciales, di-
rectos e indirectos, de la eliminación de
la regulación ineficiente suponían, en
aquellos momentos, entre el 4% y el 5%
del PIB (4).

Las conclusiones de la OCDE permiten
sostener que la eliminación de la regula-
ción ineficiente beneficia al conjunto de
la economía, a las empresas eficientes y a
los ciudadanos, dado que, al igual que la
competencia, contribuye a reducir los
precios, de manera que facilita el control
de la inflación. También contribuye a in-
crementar la inversión, la producción y la
tasa de crecimiento, a mejorar la produc-
tividad, a incrementar los salarios reales y
a reducir los beneficios extraordinarios
derivados de la posibilidad de fijar los
precios por encima de los correspondien-
tes a un mercado competitivo. Por último,
fomenta la innovación y la calidad de los
bienes y servicios, y si la inversión no se
interrumpe y el mercado de trabajo es su-
ficientemente flexible también contribuye
a crear puestos de trabajo a medio y largo
plazo.

Ahora Internet, las comunicaciones y las
telecomunicaciones contribuyen a la glo-
balización de los mercados y ésta exige
el desarrollo de Internet. Todo ello está
modificando el marco en el que tiene lu-
gar la actividad económica. La economía
se internacionaliza y se «internetiza» en
un proceso retroalimentado. Además, In-
ternet se está convirtiendo en un podero-
so instrumento de difusión del progreso
técnico, de la innovación y del fomento
del cambio. Su papel recuerda al de las
telecomunicaciones, el ferrocarril y la
electricidad, que, a finales del siglo XIX,
contribuyeron a ampliar los mercados,
aumentar la dimensión de las empresas,
mejorar la productividad, reducir los cos-
tes medios y, en consecuencia, a acen-
tuar la competencia entre unidades de
producción. Desde la perspectiva de la
competencia, Internet impulsa dos movi-
mientos de efectos opuestos. Por una par-
te, contribuye a fomentar la competencia
a través de la mayor transparencia de los
mercados y la ruptura del monopolio de
la información. Pero, por otra, también
puede contribuir a reducir la competencia
al extender a mercados conexos eventua-
les situaciones de posición de dominio o
facilitar el intercambio de información en-
tre operadores económicos.

Todo ello tiene lugar en un momento en
el que la economía española y las empre-
sas se han abierto considerablemente al
exterior, las empresas públicas se han pri-
vatizado y los mercados se han liberaliza-
do o están en trance de ser liberalizados.
Ahora, el crecimiento de la economía es-
pañola es compatible con una inflación
más elevada de lo deseable pero que
puede ser controlada y dicho crecimiento
contribuye a la creación de puestos de
trabajo y a fomentar la inversión y el gas-
to de las familias. Además, se ha aposta-
do por las reformas estructurales y por la
eliminación de la regulación ineficiente.
Los resultados alcanzados son inequívo-
camente positivos, aunque el proceso no
haya terminado y algunas resistencias ha-
yan frenado el ritmo de la marcha.

La mencionada apertura al exterior es, sin
duda, un hecho de singular importancia.
Los empresarios españoles han modifica-
do rápidamente y con eficiencia la forma
de entender la dimensión y la dirección
de las empresas. Se ha pasado de una ac-
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titud pasiva y dependiente del exterior a
una actitud activa que mira al exterior y
que ve en las nuevas tecnologías y la
competencia libre y leal las llaves del fu-
turo. Si hace años la inversión extranjera
constituía un elemento destacado, ahora
cabe resaltar la importancia de las inver-
siones españolas en el exterior. Las em-
presas españolas ocupan lugares de lide-
razgo en Iberoamérica y están presentes
en países tan distintos como China, Suiza
o Estados Unidos (EEUU), y en algunos
casos la mayoría de sus ingresos proce-
den del exterior.

En este marco de referencia, la libertad
de mercado es fundamental, pero a me-
nudo se ve obstaculizada por conductas
proteccionistas apoyadas en insosteni-
bles argumentos como la defensa de los
intereses nacionales o la teoría obsoleta
de los «campeones nacionales». Tales
conductas  se  traducen  en  barreras frá-
giles de entrada en perjuicio de unas em-
presas y en beneficio de otras. Por fortu-
na, los argumentos favorables a la
liberalización de los mercados son más
poderosos que las citadas resistencias.
Europa ha tomado conciencia de que en
una economía globalizada no es aconse-
jable alejarse de la cabeza del grupo de
países más desarrollados cuyo sector
productivo opera con niveles de produc-
tividad superiores.

La constatación de que la posición eco-
nómica de EEUU es mejor que la europea
promovió la reacción de los países euro-
peos, cuya primera etapa fue la Cumbre
de Lisboa. El resultado de la Cumbre se
materializó en la elaboración de un pro-
grama de reformas —en general, fecha-
das— cuyo objetivo es la modernización
de Europa y la reducción de las diferen-
cias en relación con el Nuevo Continente,
sin olvidar el objetivo de la cohesión so-
cial. Sin embargo, aquella voluntad se ha
visto atenuada por las reacciones poste-
riores de Francia y Alemania, cuyos pro-
blemas económicos, fruto de una política
económica equivocada, les impiden abor-
dar con rigor las reformas estructurales
pendientes.

Los compromisos alcanzados se refieren
al desarrollo inmediato de Internet, así
como a la liberalización de las telecomu-
nicaciones. Pero el flujo liberalizador de-

be proseguir con la incorporación al pro-
ceso de los mercados del gas, la electrici-
dad, los servicios postales y los transpor-
tes, junto con la reducción de barreras y
otras medidas de calado, como las referi-
das a la formación y a la creación de em-
pleo. Todo ello contribuirá no sólo a re-
ducir nuestras diferencias con Estados
Unidos, sino también a incrementar nues-
tra tasa de actividad y reducir la tasa de
desocupación.

De la Interstate
Commerce Act al artículo
38 de la Constitución 

La Interstate Commerce Act
de 1887 y el desarrollo 
de la doctrina antitrust

El hecho de que el análisis económico
desarrollado durante el siglo XIX pusiera
de manifiesto las ventajas de la compe-
tencia para los consumidores y el conjun-
to de la economía impulsaron la elabora-
ción del derecho de la competencia en
EEUU. La primera ley antritust de EEUU
fue la Interstate Commerce Act de 1887.
Sin embargo, es de común aceptación
que el edificio del sistema antitrust norte-
americano se ha sustentado sobre cinco
pilares sólidos (5).

En primer lugar, la Sherman Antitrust Act,
de 1890 (6), que declaró ilegales «todo
contrato, intriga en forma de comercio u
otra, o conspiración que pretenda limitar
el comercio», estableciendo, además, que
«toda persona que monopolice o intente
monopolizar, o se confabule o conspire
con otro u otros para monopolizar una
parte del comercio entre los diferentes
Estados o con otras naciones, será consi-
derado culpable de falta leve», falta que
fue calificada de «felonía», de acuerdo con
una enmienda introducida en el año
1974.

En segundo lugar, la Clayton Act, de
1914, que declaró ilegales las conductas
comerciales desleales.

En tercer lugar, la creación de la Federal
Trade Commission, también de 1914, cu-
yo objetivo era investigar las conductas
desleales y dictar órdenes de suspensión
de actividades ilegales.

En cuarto lugar, la Robinson-Patman Act,
del año 1936, dirigida a reforzar la legisla-
ción que declaraba ilegales las conductas
de discriminación de precios, ampliando
las posibilidades de sanción a las empre-
sas infractoras.

Y, por último, la Celler-Kefauver Act, de
1950, que impuso restricciones adiciona-
les a las operaciones de concentración
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empresarial que pudieran tener efectos
restrictivos sobre la competencia.

A la luz de estas referencias puede soste-
nerse que el derecho estadounidense ha
sido el faro orientador que ha guiado los
desarrollos posteriores en el campo del
derecho de defensa de la competencia y
del funcionamiento eficiente de los mer-
cados, aunque dichos desarrollos han in-
corporado diferencias relevantes en los
distintos países. En efecto, el objetivo del
derecho antitrust americano —mezcla de
derecho civil y derecho penal— es la
protección del comercio, restringiendo,
incluso, determinadas operaciones de
concentración o imponiendo el fracciona-
miento de las grandes empresas, como
ocurrió, por ejemplo, en los casos Stan-
dard Oil, American Tobacco o ATT. La
competencia perfecta, primero, y la com-
petencia efectiva, más tarde, han sido de-
claradas fines en sí mismas y, en conse-
cuencia, los acuerdos anticompetitivos
han sido prohibidos per se, pese a que
posteriormente las autoridades antitrust
americanas han acudido a la «regla de ra-
zón» para resolver algunos problemas
que su planteamiento tradicional dejaba
sin solución.

En Europa, la competencia no se ha con-
siderado como un fin en sí misma, sino
como un instrumento para alcanzar los
resultados positivos derivados de ella, y,
con el nacimiento del Mercado Común,
en línea con los planteamientos nortea-
mericanos, consideró que debe contri-
buir, además, a la integración de los mer-
cados. El paso decisivo tuvo lugar a
principios de la década de los años cin-
cuenta, con la creación de la Comunidad
Europea del Carbón y del Acero (CECA),
preludio de la Comunidad Económica Eu-
ropea (CEE). El Tratado CECA del año
1951 prohibía las conductas dirigidas a
adquirir una posición de monopolio me-
diante reducciones de precios y las prác-
ticas discriminatorias, especialmente por
razón de la nacionalidad (art. 60), los
acuerdos colusivos restrictivos de la com-
petencia en el Mercado Común (art. 65)
y, también, las concentraciones (art. 66).
Sin embargo, a diferencia del derecho
antitrust norteamericano, el Tratado CE-
CA previó, en primer lugar, la posibilidad
de autorizaciones para determinados
acuerdos si los beneficios de los mismos

compensan sus efectos contrarios a la
competencia; y, en segundo lugar, la in-
tervención pública, en casos decisivos.
Estas consideraciones, apoyadas en crite-
rios de razonabilidad, suponen que no
todas las conductas contrarias a la com-
petencia deben condenarse y que la auto-
ridad administrativa puede desempeñar
un papel determinante.

El derecho de la competencia europeo si-
gue los principios del Tratado CECA. El
Tratado Constitutivo de la CEE establecía,
en su artículo 3g), que la acción de la Co-
munidad implicará «un régimen que ga-
rantice que la competencia no será falsea-
da en el mercado interior». Sobre la base
de este principio, la actividad de las auto-
ridades de defensa de la competencia se
refiere, principalmente, a los acuerdos,
los abusos de posición de dominio y al
control de las operaciones de concentra-
ción capaces de alterar de forma signifi-
cativa las condiciones de la competencia.
La consideración de estos aspectos ha
constituido la plataforma sobre la que se
han desarrollado las distintas legislacio-
nes nacionales.

Poco después de la constitución de la
CEE, se aprobó en España, en 1963, la
primera Ley de Defensa de la Competen-
cia —denominada de Represión de Prác-
ticas Restrictivas de la Competencia—.
Dicha Ley fue reconsiderada como conse-

cuencia, por una parte, de la aprobación
de la CE en 1978 y, por otra, de la adhe-
sión de España al Tratado Comunitario. El
resultado fue la Ley 16/1989, de 17 de ju-
lio, de Defensa de la Competencia.

El artículo 38 
de la Constitución Española 
y la Ley de Defensa 
de la Competencia de 1989

El artículo 38 de la CE establece que «se
reconoce la libertad de empresa en el
marco de la economía de mercado» y, en
coherencia con dicho precepto, la LDC
de 1989 estableció, en su Exposición de
Motivos, que «La competencia, como
principio rector de toda economía de
mercado, representa un elemento con-
sustancial al modelo de organización
económica de nuestra sociedad y consti-
tuye, en el plano de las libertades indivi-
duales, la primera y más importante for-
ma en que se manifiesta el ejercicio de la
libertad de empresa». Y añadía: «La de-
fensa de la competencia, por tanto, de
acuerdo con las exigencias de la econo-
mía general y, en su caso, de la planifica-
ción, ha de concebirse como un mandato
a los poderes públicos que entronca di-
rectamente con el artículo 38 de la Cons-
titución». Queda, pues, claro en la Expo-
sición de Motivos de la LDC que ésta
constituye un instrumento al servicio de
los objetivos consagrados en la CE y su
objetivo es «garantizar la existencia de
una competencia suficiente y protegerla
frente a todo ataque contrario al interés
público, siendo asimismo compatible
con las demás leyes que regulan el mer-
cado conforme a otras exigencias jurídi-
cas o económicas, de orden público o
privado».

El Plan de Liberalización, aprobado por el
Consejo de Ministros el día 21 de febrero
del año 1997, fijó como uno de los objeti-
vos prioritarios del Gobierno la reforma
del sistema de defensa de la competen-
cia, iniciándose un proceso de modifica-
ción de las normas de defensa de la
competencia y de liberalización de los
mercados de bienes y servicios que, tras
la aprobación del Real Decreto 295/1998,
de 27 de febrero, relativo a la aplicación
en España de las reglas europeas de la
competencia, prosiguió con la aproba-

A. PETITBÒ

ECONOMÍA INDUSTRIAL N.os 349-350 • 2003 / I y II

130



ción de los Reales Decreto-Ley 6/1999, de
16 de abril, de Medidas Urgentes de Libe-
ralización e Incremento de la Competen-
cia; 52/1999, de 28 de diciembre, de re-
forma de la Ley 16/1989; 4/2000, de 23
de junio, de Medidas Urgentes de Libera-
lización en el Sector Inmobiliario y Trans-
portes; 5/2000, de 23 de junio, de Medi-
das Urgentes de Contención del Gasto
Farmacéutico Público y de Racionaliza-
ción del Uso de los Medicamentos;
6/2000, de 23 de junio, de Medidas Ur-
gentes de Intensificación de la Compe-
tencia en Mercados de Bienes y Servicios;
7/2000, de 23 de junio, de Medidas Ur-
gentes en el Sector de las Telecomunica-
ciones; la Ley 9/2001, de 4 de junio, por
la que se modifica la disposición transito-
ria sexta de la Ley 54/1997, de 27 de no-
viembre, del Sector Eléctrico, determina-
dos artículos de la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de Defensa de la Competencia, y
determinados artículos de la Ley 46/1998,
de 17 de diciembre, sobre introducción
del euro; Real Decreto 1443/2001, de 21
de diciembre, por el que se desarrolla la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, en lo referente al
Control de las Concentraciones Económi-
cas; la Ley 24/2001, de 27 de diciembre,
de medidas fiscales, administrativas y del
orden social, donde se transforma la na-
turaleza jurídica del Tribunal de Defensa
de la Competencia; la Ley 1/2002, de 21
de febrero, de coordinación de las com-
petencias del Estado y las Comunidades
Autónomas en materia de defensa de la
competencia; y los Reales Decretos
378/2003, de 28 de mayo, y 864/2003, de
4 de julio, por los que se desarrolla la
LDC en materia de exenciones por cate-
gorías, autorización singular y registro de
defensa de la competencia, y se aprueba
el Estatuto del Tribunal de Defensa de la
Competencia. A continuación se comen-
tan algunas cuestiones consideradas de
interés.

El Real Decreto 295/1998 dispuso la atri-
bución de competencias para la resolu-
ción o dictamen de los expedientes, esta-
bleciendo que el Tribunal de Defensa de
la Competencia (TDC) es la autoridad
competente para la aplicación en España
de los artículos 81.1 y 82 del Tratado de
la Comunidad Europea y de su derecho
derivado y para dictaminar sobre los ca-
sos de concentración remitidos por la Co-

misión. Por su parte, el Consejo de Minis-
tros es la autoridad competente para dic-
taminar acerca de las operaciones de
concentración de dimensión comunitaria
remitidas por la Comisión. Adicionalmen-
te, la Dirección General de Política Eco-
nómica y Defensa de la Competencia es
la autoridad competente en relación con
las funciones de colaboración entre la
Administración Pública y la Comisión.
Asimismo, el Servicio de Defensa de la
Competencia (SDC) es el órgano encarga-
do de la construcción de los expedientes.
También se establece la facultad de los
funcionarios en materia de investigación
y confidencialidad.

El Real Decreto-Ley 6/1999 se apoyaba
en el principio de que «Uno de los objeti-
vos de la política económica es perfec-
cionar el funcionamiento de los merca-
dos domésticos valiéndose de reformas
de carácter estructural que procuren una
más eficiente respuesta de la oferta a los
impulsos de la demanda». Tales medidas
fomentan la competencia y contribuyen a
la estabilidad de la economía mediante
una mayor asignación de los recursos y
una mayor igualdad de oportunidades de
los operadores económicos en dichos
mercados. Las actividades consideradas
fueron las siguientes: Fedatarios públicos
y Registradores de la Propiedad y Mer-
cantiles, Navegación aérea e Hidrocarbu-
ros Gaseosos.

El Real Decreto-Ley 52/1999 parte de la
consideración, explicitada en su Exposi-
ción de Motivos, de que «La profundiza-
ción en el proceso de liberalización de
los mercados que afronta la economía es-
pañola hace necesario potenciar una po-
lítica de defensa de la competencia que
garantice la efectividad del esfuerzo libe-
ralizador, evitando que el comportamien-
to de los operadores económicos desvir-
túe el adecuado funcionamiento de los
mercados y prive a los consumidores de
sus ventajas». Y con el fin de hacer eficaz
el sistema español de defensa de la com-
petencia, se afirma que «la política de de-
fensa de la competencia tiene básica y
generalmente un carácter horizontal», que
encuentra su plena efectividad en la
oportuna colaboración con las autorida-
des reguladoras sectoriales.

Se contempla, además, la posibilidad de
una mayor colaboración con la adminis-
tración de justicia, con el objeto de con-
tribuir a una tramitación de los procesos
más rápida. En consecuencia, se habilita
al TDC para que, a petición de los órga-
nos jurisdiccionales competentes, pueda
redactar un informe no vinculante «sobre
los efectos que las conductas contrarias a
la competencia pudieran tener sobre los
mercados, sectores y operadores afecta-
dos, y, concretamente, sobre la proce-
dencia y cuantía de un eventual derecho
de indemnización por los daños y perjui-
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cios irrogados». Asimismo, se introduce la
posibilidad de terminación convencional
de conflictos cuando las operaciones so-
metidas a análisis «no pongan en peligro
las condiciones de competencia en el
mercado, sometidas a compromisos de
las partes». También se reconsidera el artí-
culo 19 de la LDC, regulando la redac-
ción de informes por parte del TDC en
relación con las ayudas públicas que dis-
torsionan o pueden distorsionar la com-
petencia, incluyendo la posibilidad de
que dichos informes puedan iniciarse de
oficio. Adicionalmente, se limitan las po-
sibilidades de recurso en cuestiones inci-
dentales, sin que ello suponga un perjui-
cio de los derechos de las partes. Y,
finalmente, se reconsideran las funciones
de los órganos de defensa de la compe-
tencia, los plazos máximos de los proce-
dimientos, se crean las tasas por análisis y
estudio de las operaciones de concentra-
ción y se modifica el artículo 16 de la Ley
3/1991, de Competencia Desleal, en rela-
ción con los supuestos de discriminación
y dependencia económica.

El Real Decreto-Ley 6/2000 sostiene, en su
Exposición de Motivos, que el principal
objetivo de la política económica es alcan-
zar una tasa de crecimiento económico
que reduzca las diferencias con la media
comunitaria. Para alcanzar dicho objetivo,
los procesos de liberalización y flexibiliza-
ción de la economía son fundamentales, y
la estabilidad macroeconómica y las políti-
cas de oferta son instrumentos esenciales.
Con estos elementos como referencia, la
norma contenía un conjunto de medidas
dirigidas a «aumentar la capacidad de cre-
cimiento potencial y la productividad de
nuestra economía, bases del proceso de
convergencia de los niveles de renta y em-
pleo con los del resto de países de la
Unión Europea». Los mercados contempla-
dos fueron: hidrocarburos líquidos, gases
combustibles por canalización y electrici-
dad. En relación con la defensa de la com-
petencia, el Real Decreto-Ley se refirió al
control de concentraciones, a las participa-
ciones empresariales, a la Fe pública y a
las Mutualidades. Asimismo, determinó
medidas liberalizadoras en relación con
los libros de texto, los colegios profesiona-
les, el sistema financiero, las labores de ta-
baco y el comercio interior. En el apartado
siguiente se analizan algunos aspectos del
Real Decreto-Ley 6/2000.

La Ley 9/2001 responde al proceso de li-
beralización económica e incluye la mo-
dificación de los artículos 17 y 18 de la
LDC, en el sentido de subordinar la apro-
bación de una operación de concentra-
ción «a la observancia de condiciones que
aporten al proceso económico y social
una contribución suficiente para compen-
sar los efectos restrictivos sobre la com-
petencia» y se atribuyen al SDC funciones
de vigilancia de los acuerdos adoptados
por el Consejo de Ministros, así como de-
terminadas funciones sancionadoras.
También modifica el artículo 5 de la LDC
en materia de Reglamentos de exención.

Por su parte, el Real Decreto 1443/2001
desarrolla la LDC en relación con el con-
trol de concentraciones, adaptándolo a la
serie de cambios normativos aprobados
con anterioridad. En el apartado siguiente
se hará referencia a esta cuestión.

El punto nuclear de la citada Ley 24/2001
se refiere a la modificación del artículo 20
de la LDC, que, de acuerdo con la nueva
redacción, configura al TDC como un Or-
ganismo autónomo con personalidad pú-
blica diferenciada y autonomía de ges-
tión, de acuerdo con la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funciona-
miento de la Administración General del
Estado, que «sin perjuicio de su adscrip-
ción administrativa, ejerce funciones con
plena independencia y sometimiento al
ordenamiento jurídico». Asimismo, se atri-
buye al TDC el 50% de la recaudación
obtenida por el pago de tasas correspon-
dientes a los dictámenes en las operacio-
nes de concentración. El Estatuto del
TDC ha sido aprobado por el citado Real
Decreto 864/2003.

Como consecuencia de la Sentencia del
Tribunal Constitucional de 11 de noviem-
bre de 1999, dictada en los recursos de
inconstitucionalidad acumulados núme-
ros 2009/1989 y 2027/1989, el Alto Tribu-
nal estimó parcialmente los citados recur-
sos y declaró la inconstitucionalidad de la
cláusula «en todo o parte del mercado na-
cional» contenida expresamente o por re-
misión en un conjunto de artículos. La
conclusión alcanzada fue que las Comu-
nidades Autónomas que lo hubieran pre-
visto en sus Estatutos tienen competen-
cias ejecutivas en relación con el
«comercio interior» y, por ende, con la

«defensa de la competencia». Con la uni-
dad de mercado como referencia, de
acuerdo con el Tribunal Constitucional
«no sólo la normación, sino todas las acti-
vidades ejecutivas que determinen la
configuración real del mercado único de
ámbito nacional han de atribuirse al Esta-
do, al que corresponderán, por tanto, las
actuaciones ejecutivas en relación con
aquellas prácticas que puedan alterar la
libre competencia en un ámbito supraco-
munitario o en el conjunto del mercado
nacional, aunque tales actos ejecutivos
deban analizarse en el territorio de cual-
quiera de las comunidades autónomas».
Como, además, el Estado debe ejercer las
responsabilidades de coordinación que
garanticen la unidad de la doctrina, era
necesaria la aprobación de la menciona-
da Ley de coordinación.

Los ejes de la defensa de
la competencia en España

Siguiendo la legislación comunitaria, la
LDC (7) contempla dos tipos de conduc-
tas prohibidas: en primer lugar, las prácti-
cas colusorias restrictivas o falseadoras de
la competencia en el mercado; y, en se-
gundo lugar, los abusos de posición de
dominio en el mercado. Además, añade
un nuevo tipo referido al falseamiento de
la competencia por actos desleales (8).

El artículo 1 de la Ley prohibe «todo
acuerdo, decisión o recomendación co-
lectiva, práctica concertada o consciente-
mente paralela, que tenga por objeto,
produzca o pueda producir el efecto de
impedir, restringir o falsear la competen-
cia en todo o parte del territorio nacio-
nal...». Complementariamente, el artículo
1.2 establece la nulidad de pleno derecho
de las citadas conductas prohibidas que
no estén amparadas por las oportunas
exenciones. Y el artículo 1.3 establece
que los órganos de defensa de la compe-
tencia podrán decidir no iniciar o sobre-
seer los procedimientos relacionados con
conductas cuya escasa importancia los
haga incapaces de afectar de forma sensi-
ble a la competencia. A pesar de las pro-
hibiciones citadas, la Ley prevé la posibi-
lidad de que determinadas conductas
prohibidas puedan ser autorizadas bajo
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determinados supuestos relacionados con
la situación económica general o con el
interés público. Concretamente, los órga-
nos de defensa de la competencia pue-
den autorizar conductas prohibidas que
contribuyan al fomento de las exportacio-
nes cuando no alteren la competencia en
el mercado interno, contribuyan a la ele-
vación del nivel económico y social de
determinados territorios, o que por su es-
casa importancia no puedan afectar signi-
ficativamente a la competencia.

El carácter instrumental de la Ley se refle-
ja en su artículo 2, donde se establece
que, sin perjuicio de la normativa comu-
nitaria en materia de defensa de la com-
petencia, «las prohibiciones del artículo 1
no se aplicarán a los acuerdos, decisio-
nes, recomendaciones y prácticas que re-
sulten de la aplicación de una ley». Sin
embargo, y esta cuestión es relevante,
«serán de aplicación a las situaciones de
restricción de competencia que se deri-
ven del ejercicio de otras potestades ad-
ministrativas o sean causadas por la ac-
tuación de los poderes públicos o las
empresas públicas sin dicho amparo le-
gal». Dado que, en ocasiones, las restric-
ciones a la competencia amparadas legal-
mente pueden afectar al funcionamiento
de los mercados, el artículo 2.2 de la Ley
prevé que el TDC formule propuesta mo-
tivada al Gobierno, a través del Ministerio
de Economía, «para que adopte o inste a
la autoridad pública competente, en su
caso, la modificación o supresión de las
situaciones de restricción de la compe-
tencia establecidas de acuerdo con las
normas legales». El Tribunal ha hecho uso
de esta competencia en múltiples ocasio-
nes (mercado del libro, comisiones de las
tarjetas de crédito, gas, correos, tabaco,
farmacias, telecomunicaciones, infraes-
tructuras, por citar algunos ejemplos),
contribuyendo, de esta forma, al proceso
de liberalización de mercados, sectores y
actividades y promoviendo el debate so-
bre las ventajas de la competencia.

El artículo 6 de la LDC prohibe la explo-
tación abusiva por una o varias empresas
de su posición de dominio en todo o en
parte del territorio nacional. Tras la última
reforma, ahora también está prohibida la
explotación abusiva de la situación de
dependencia económica (9) de los clien-
tes o proveedores de las empresas cuan-

do «no dispongan de alternativa equiva-
lente para el ejercicio de su actividad». Y
la cuestión se aclara estableciendo que
«Esta situación se presumirá cuando un
proveedor, además de los descuentos ha-
bituales, debe conceder a su cliente de
forma regular otras ventajas adicionales
que no se conceden a compradores simi-
lares».

En la misma línea, el legislador ha añadi-
do dos nuevos apartados, referidos, el
primero, a la prohibición de la ruptura de
las relaciones comerciales sin preaviso
con una antelación mínima de 6 meses; y,
el segundo, a la prohibición de obtener o
intentar obtener, bajo amenaza de ruptura
de las relaciones comerciales, determina-
das ventajas no recogidas en las condicio-
nes generales de venta que se tengan
pactadas. El objetivo de la prohibición es,
fundamentalmente, la protección de los
intereses de los proveedores en sus rela-
ciones con los grandes establecimientos
comerciales.

El citado Real Decreto-Ley 6/2000 preten-
de prevenir la eventual coordinación de
comportamientos entre los operadores
económicos a partir de la presencia de
accionistas comunes en determinadas
empresas. En consecuencia, se establecen
ciertas limitaciones a la presencia simultá-
nea en el Consejo de Administración de
operadores competidores en mercados

en proceso de liberalización, así como el
ejercicio de los derechos de voto corres-
pondientes al capital de lo mismos.

Asimismo, la LDC ha acentuado su interés
sobre las operaciones de concentración
empresarial,  estableciendo  su  notifica-
ción  obligatoria cuando se superen de-
terminados umbrales (10). Si, tras la co-
rrespondiente formación de expediente e
informe por el SDC, el Ministro de Econo-
mía considera que la operación puede
obstaculizar el mantenimiento de la com-
petencia efectiva en el mercado, se remi-
te el expediente al Tribunal, el cual, tras
analizar los posibles efectos positivos de
la operación, realiza un informe no vin-
culante que remite al citado Ministro. Por
su parte, el Gobierno, tras examinar el in-
forme del Tribunal, puede decidir no
oponerse a la operación, subordinarla a
determinadas condiciones o declararla
improcedente, estando facultado para or-
denar que no se proceda a la misma o
que se tomen las medidas necesarias para
el restablecimiento de una competencia
efectiva, incluida la desconcentración.

El citado Real Decreto-Ley 6/2000 modi-
fica los artículos 15, 16 y 17 de la LDC,
en aspectos relevantes. En primer lugar,
se suprime la posibilidad de notificar la
realización de una operación de concen-
tración «hasta un mes después de la fe-
cha de la conclusión del acuerdo de con-
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centración» y se establece que la opera-
ción de concentración no podrá llevarse
a efecto «ni antes de ser notificada, ni an-
tes de que la Administración manifieste,
de forma expresa o presunta, su no opo-
sición a la misma, o la subordine a la ob-
servancia de condiciones determina-
das...». La autorización expresa o
presunta de la Administración también
será necesaria en el caso de las OPAS.
Ello supone que, una vez autorizada la
oferta por la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores, no se llevará a cabo la
publicación de anuncios sobre la opera-
ción ni comenzará el plazo de acepta-
ción hasta la autorización expresa o pre-
sunta de la Administración. La citada
suspensión podrá ser levantada, a pro-
puesta del SDC y a petición del notifican-
te, en la resolución de remisión del ex-
pediente al TDC. La resolución, que
deberá ser motivada, podrá supeditar su
efectividad al cumplimiento de determi-
nadas condiciones. En segundo lugar, se
establece que, en caso de ausencia de
notificación, el Director del SDC podrá
acordar la iniciación de oficio del expe-
diente. Y, en tercer lugar, se reducen los
plazos de tramitación del expediente: a
dos meses, en el caso del Tribunal, y a
un mes, en el caso de la decisión final
del Gobierno.

La Ley 9/2001, de 4 de junio, modifica
los artículos 17 y 18 de la LDC. En el ca-
so del artículo 17 se desarrollan las con-
diciones a las que se subordina la apro-
bación de la operación de concentración,
concediendo competencias al Consejo de
Ministros para autorizar modificaciones
en la legislación sectorial «en tanto se
ejecuta y en los términos fijados en el
mismo Acuerdo del Consejo de Minis-
tros». Adicionalmente, se modifica el artí-
culo 18.3, añadiendo un nuevo apartado
en relación con la vigilancia de la ejecu-
ción y cumplimiento de los Acuerdos del
Consejo de Ministros y la publicidad de
sancionar por incumplimiento de lo acor-
dado.

También modificó los artículos 5, 15 y 21
de la LDC, referidos a los Reglamentos de
exención, notificación de las operaciones
de concentración y nombramiento de
Presidente y Vocales. En el primer caso,
se determinan las condiciones de los re-
glamentos de exención en relación con

los conductos previstos en el artículo 3.1
de la LDC. En el segundo caso, se deter-
minan las sanciones derivadas de la eje-
cución de las operaciones de concentra-
ción en contravección de lo establecido
y, además, no será de aplicación la publi-
cidad de autorización tácita. Por último,
en el tercer caso, se aclaran los plazos de
los nombramientos, con el objetivo de
evitar las posibles dudas que eventual-
mente pudieran surgir en la interpreta-
ción de la Ley.

Las nuevas condiciones de los mercados
y las modificaciones en la normativa eu-
ropea han inspirado el citado Real De-
creto 378/2003, que simplifica las trami-
taciones ante el TDC de las operaciones
de autorización y en especial a los su-
puestos de concurrencia entre un expe-
diente de autorización y un expediente
sancionador. Se sustituye el Real Decre-
to 157/1992 por el 378/2003, que incor-
pora los nuevos reglamentos comunita-
rios de exención, y se modifica la
regulación del Registro de Defensa de la
Competencia.

Ha sido importante la modificación de la
regulación del control de concentracio-
nes, pues la regulación de las concentra-
ciones económicas ha sido objeto de
modificación en los últimos años y la ac-
tividad de los órganos de defensa de la
competencia se ha incrementado signifi-

cativamente. Estos hechos han aconseja-
do la reconsideración del procedimien-
to. El Real Decreto 1443/2001 sustituyó
al 1080/92, que queda derogado. Las
cuestiones más importantes del nuevo
Real Decreto son que basa el control de
concentraciones en la notificación obli-
gatoria y que los informes del SDC serán
públicos. Menos importante, pero tam-
bién relevante, es la reducción de los
plazos.

En los últimos años, la actividad de los
órganos de defensa de la competencia en
relación con las operaciones de concen-
tración se ha incrementado considera-
blemente, y la complejidad de los asuntos
ha sido creciente, como lo demuestran
los casos de Endesa/Gas Natural, BSCH,
Coca Cola/Schweppes, Ebro/Azucarera,
Heineken/Cruzcampo, BBVA, Carrefour/-
Promodés o Endesa/Iberdrola. Una con-
secuencia de todo ello ha sido que los
dictámenes, así como las conclusiones
del Gobierno, han variado desde la auto-
rización sin condiciones, Deloitte/Ander-
sen, hasta la declaración de improceden-
cia (Endesa/Iberdrola, por ejemplo). Las
órdenes referidas a las operaciones
BSCH, BBVA, o Carrefour/Promodés
constituyen ejemplos de los criterios em-
pleados para subordinar una operación
de concentración a la observancia de de-
terminadas condiciones.

Los informes del
Tribunal de Defensa 
de la Competencia

La progresiva globalización de la indus-
tria acentúa la presión por la competitivi-
dad por parte de las empresas industria-
les (11) y la competencia sobrepasa los
estrechos límites de las fronteras nacio-
nales. Las respuestas de los países ante
este nuevo reto no han sido coinciden-
tes. Algunas administraciones encuentran
en las ayudas públicas y las barreras de
entrada los ejes de su política económi-
ca, pero, por el contrario, también se re-
gistran acciones vigorosas por parte de
algunos gobiernos dirigidas a promover
cambios en los sistemas de regulación y
a fomentar la competencia. Como sinteti-
zó la OCDE (OECD, 1993), las acciones
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gubernamentales en esta dirección se
apoyan en tres instrumentos complemen-
tarios, pero con incidencia distinta entre
países y sectores:

1|— Continuación de la privatización de
actividades llevadas a cabo por el sector
público empresarial.

2|— Desregulación de actividades previa-
mente reguladas.

3|— Políticas de competencia para contra-
rrestar las limitaciones a la competencia y
evitar posiciones de dominio excesivas
en mercados vulnerables.

En el mismo sentido se pronunciaba el
XXI Informe sobre la Competencia, al se-
ñalar que «la política de competencia será
una de las bases del mercado interior úni-
co» y que deben introducirse los mecanis-
mos de competencia en mercados tradi-
cionalmente regulados (12).

A pesar de la importancia económica del
sector servicios, a diferencia de la industria
manufacturera, se ha beneficiado de la au-
sencia de competencia exterior. Este he-
cho ha supuesto un fuerte obstáculo a la
intensificación y extensión de la compe-
tencia interior, lo que se ha traducido en
ineficiencias que penalizan tanto a las em-
presas eficientes como a las empresas rela-
cionadas con éstas y a los consumidores.

En algunas actividades relevantes del sec-
tor servicios las condiciones del mercado
siguen caracterizadas por la imperfección
de la competencia. Las concesiones mo-
nopolísticas, la existencia de barreras a la
entrada, la fijación de precios al margen
del mercado, las restricciones a la distri-
bución o determinadas condiciones im-
puestas al libre ejercicio de las profesio-
nes constituyen ejemplos de rigideces
nocivas. Prueba de ello es el comporta-
miento de los precios de los servicios,
que ha constituido una de las rúbricas del
IPC que más ha contribuido al proceso
inflacionista durante los últimos años.

A pesar de los beneficios promovidos por
la reforma de las regulaciones ineficien-
tes, el proceso tiene lugar con lentitud en
muchos mercados. La presión de los gru-
pos de interés contribuye a retrasar las re-
formas, y las administraciones, a menudo,

necesitan tiempo para obtener el apoyo
suficiente para los cambios propuestos.
Pero, en estos momentos, existe un am-
plio consenso acerca de la necesidad de
eliminar las regulaciones innecesarias y
de modificar aquellas que no conducen
al cumplimiento de los objetivos de efi-
ciencia y rentabilidad. No es necesaria la
desregulación total. Se trata de eliminar la
regulación ineficiente (13), pues la políti-
ca de defensa y promoción de la compe-
tencia es un elemento apropiado y sufi-
ciente para tutelar el comportamiento
empresarial en la mayoría de los merca-
dos abiertos y competitivos.

El TDC ha prestado especial atención al
objetivo de introducir e intensificar el ni-
vel de competencia en diversos mercados
y actividades cuyos bienes y servicios no
se comercializan internacionalmente o
cuentan con el amparo de una regulación
que impone restricciones a la competen-
cia (telecomunicaciones, infraestructuras,
correos, energía, distribución comercial,
distribución de tabaco, colegios profesio-
nales, oficinas de farmacia, libros, suelo,
por ejemplo).

La labor del TDC, de acuerdo con lo dis-
puesto en la LDC, se ha realizado por dos
vías. Por un lado, a  través de la elabora-
ción de informes elevados al Gobierno,
con la inclusión de propuestas de modifi-
caciones normativas con el fin de intro-

ducir o aumentar la competencia y, por
otra parte, por medio de las resoluciones
relativas a los expedientes instruidos por
el SDC.

De acuerdo con el artículo 26 de la LDC,
el Tribunal tenía atribuidas funciones
consultivas y de emisión de informes so-
bre materias relacionadas con la libre
competencia, por decisión propia o a
partir de la solicitud de las asociaciones o
las instituciones especificadas en la ley.
La redacción dada en la Ley 52/1999, de
28 de diciembre, establece:

«1|— El Tribunal de Defensa de la Compe-
tencia podrá ser consultado en materia de
competencia por las Cámaras Legislativas,
el Gobierno, los distintos Departamentos
ministeriales, las Comunidades Autóno-
mas, las Corporaciones Locales, las Cá-
maras de Comercio y las organizaciones
empresariales, sindicales o de consumi-
dores y usuarios.

2|— El Tribunal promoverá y realizará es-
tudios y trabajos de investigación en ma-
teria de competencia.

3|— El Tribunal informará los proyectos o
proposiciones de ley por los que se mo-
difique o derogue, total o parcialmente,
el presente texto legal, así como los pro-
yectos de normas reglamentarias que lo
desarrollen.»
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La nueva redacción revela que la capaci-
dad del TDC para informar los antepro-
yectos de normas con rango de ley que
afecten a la competencia ha sido traspa-
sada al SDC, aunque puede sostenerse
que el contenido del nuevo texto cubre
las funciones del anterior. En cualquier
caso, lo que debe resaltarse es que al am-
paro del artículo 26 de la LDC, el Tribunal
ha realizado diversos informes públicos,
aunque no todos ellos publicados, corres-
pondientes a distintos sectores, mercados
y actividades relacionados con bienes y
servicios no comercializables.

Al principio de la década de los años
noventa la economía española estaba
sometida a una regulación férrea que
afectaba a la competitividad de muchos
sectores, mercados y actividades, pese a
generar rentas elevadas a aquellos que
se beneficiaban de la protección de la
competencia. La experiencia liberaliza-
dora de mediados de los años ochenta
dio buenos resultados. Por ello se consi-
deró necesario proseguir el proceso. En
el marco del Plan de Convergencia, el
TDC (1992) recibió el encargo del Go-
bierno de realizar un estudio sobre las
restricciones a la competencia en la
prestación de los servicios de los profe-
sionales colegiados, del que se excluye-
ron los profesionales colegiados
funcionarios (notarios, registradores y
corredores de comercio).

En el año 1993 difundió sus «Remedios
políticos que pueden favorecer la libre
competencia en los servicios y atajar el
daño causado por los monopolios», don-
de, tras unas reflexiones acerca de la im-
portancia de la liberalización, los daños
causados por los monopolios, las dificul-
tades de las reformas estructurales y el
establecimiento de criterios y recomenda-
ciones para diseñar políticas de liberaliza-
ción, se analizaron los sectores de las te-
lecomunicaciones, transportes, energía
eléctrica, monopolios locales, suelo urba-
no y el mercado de la instalación y el
mantenimiento.

En 1995, el Tribunal publicó su tercera
colección de informes bajo el título «La
competencia en España: balance y nue-
vas propuestas», donde estudiaba la di-
mensión social de la libre concurrencia
y realizaba el oportuno balance de la

competencia en España, analizando los
sectores de banca al por menor, puer-
tos, distribución de productos petrolífe-
ros, cine y oficinas de farmacia. Poste-
riormente, el Tribunal ha realizado otros
informes sectoriales, referidos, la mayo-
ría de ellos, a las reformas legislativas
propuestas por el Gobierno (por ejem-
plo, las telecomunicaciones, los trans-
portes terrestres, farmacia, suelo, merca-
do de tabacos, correo o el sector del
gas). Se separa de esta tendencia el in-
forme realizado sobre el precio fijo de
los libros (14).

La elección de las actividades sometidas
a examen se sustenta en el hecho de que
tanto los servicios como determinadas
actividades de la agroindustria están
fuertemente protegidos de la competen-
cia. En unos casos, por la imposibilidad
material de realizar intercambios a través
del comercio exterior. En otros, por la
existencia de barreras apoyadas en nor-
mas legislativas o administrativas que in-
hiben la competencia internacional e in-
cluso la nacional. Igualmente, es
relevante indicar que la falta de compe-
tencia en el sector terciario afecta al resto
de sectores a través de las interacciones
entre ellos. Este hecho es particularmen-
te relevante en el caso de sectores bási-
cos como la energía, las telecomunica-
ciones o el suelo.

Conclusiones

Cuanto antecede revela que las restric-
ciones a la competencia derivadas de la
regulación ineficiente tienen un coste
elevado en términos de precios, tasa de
crecimiento o competitividad. Por esta
razón es necesario proceder a su des-
mantelamiento, dejando en vigor sola-
mente aquellas normas necesarias, rela-
cionadas con la defensa de los intereses
públicos, que no entorpezcan la compe-
tencia.

Los análisis realizados por el Tribunal de
Defensa de la Competencia ponen de
manifiesto que, pese a los reiterados
avances realizados —numerosos y rele-
vantes, sin duda—, en nuestra economía
quedan todavía actividades cuyo ejercicio
se lleva a cabo con una protección de la
competencia mediante normas que, aun-
que en el pasado acaso tuvieron alguna
justificación, en los momentos actuales
no existen argumentos para su defensa,
debiéndose proceder progresivamente a
su derogación.

Ahora, tras la experiencia de 15 años y el
impulso dado a la liberalización, es nece-
sario proceder a una nueva redacción de
la LDC, recogiendo la experiencia recien-
te; reforzando los órganos de defensa de
la competencia, en especial el SDC; in-
crementando el número de expedientes
iniciados de oficio; activando la redac-
ción de informes dirigidos a remover los
obstáculos a la competencia y la regula-
ción ineficiente; procediendo a la elimi-
nación de aquellas ayudas públicas que
dificultan la competencia, y asegurando
la reducción de los plazos empleados
por los órganos jurisdiccionales. Otras
cuestiones también resultan de interés: el
incumplimiento de las sentencias por
parte de algunos operadores económi-
cos, la necesidad de unas Guidelines que
den seguridad jurídica a los operadores y
reduzcan el riesgo de criterios mutantes,
por ejemplo.

La consideración de estas cuestiones
contribuirá a dar un impulso a la activi-
dad de los órganos de defensa de la
competencia y a reforzar la competencia
en España.
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Notas
(1) Sobre la competitividad del sector servicios
puede verse, Rubalcaba-Bermejo, L. (1999).
(2) A. Petitbò (1999).
(3) Las propuestas de remoción de la regula-
ción ineficiente cuentan con una dilatada hisa-
toria. Jovellanos, por ejemplo, escribió que
«con una palabra, Señor, el grande y general
principio de la Sociedad se reduce a que toda
protección de las leyes, respecto de la agricul-
tura, se debe cifrar en remover los estorbos
que se oponen a la libre acción del interés de
sus agentes dentro de la esfera señalada por la
justicia» (Jovellanos, G. M. de [1795] s.f.).
(4) OCDE (1998).
(5) Como ha señalado Chandler, A. D., Jr.
([1977] 1988), «hasta la aprobación de la Ley
Sherman en 1890, y, en realidad, hasta que el
Tribunal Supremo la interpretó, la concentra-
ción horizontal no violaba las leyes federa-
les... En la década de 1880, unos cuantos Esta-
dos aprobaron leyes antimonopolio. Sin
embargo, hasta que el Tribunal Supremo
anunció sus decisiones sobre la Ley Sherman
no se pudo tomar ninguna acción legal efecti-
va contra las concentraciones a escala nacio-
nal que restringían el comercio».
(6) La Ley Sherman fue aprobada en un perío-
do en el que las empresas de pequeña y me-
diana dimensión empezaban a sentir los efec-
tos de la competencia de las grandes empresas.
(7) Sobre los antecedentes de la legislación
actual de defensa de la competencia puede
verse Cases, L. (1996).
(8) Los principios que conforman un sistema
de defensa de la competencia pueden verse
en The World Bank, OECD (1999).
(9) Sobre el abuso de posición de dependen-
cia, véase, por ejemplo, Osti, C. y Grillo, M.
(1999).
(10) El artículo 14 de la LDC dispone que de-
berá notificarse al SDC todo proyecto de ope-
ración de concentración cuando: «a) Como
consecuencia de la operación se adquiera o se
incremente una cuota igual o superior al 25%
del mercado nacional, o de un mercado geo-
gráfico definido dentro del mismo, de un de-
terminado producto o servicio, o b) El volu-
men de ventas global en España del conjunto
de los partícipes supere en el último ejercicio
contable la cantidad de 40.000 millones de pe-
setas, siempre que al menos dos de los partíci-
pes realicen individualmente en España un
volumen de ventas superior a 10.000 millones
de pesetas».
(11) Véase OECD (1993).
(12) Comisión de las Comunidades Europeas
(1992).
(13) Sobre la reforma de la regulación, véase,
por ejemplo, Guasch, J. L. Spiller, P. (1999).
Véase también OECD (2000).

(14) La OCDE, pese a olvidar los criterios des-
reguladores contenidos en sus resoluciones e
informes, subrayó la reducción en el número
de informes del Tribunal y el hecho de que,
debido a su naturaleza, no se hayan hecho
públicos y no hayan contribuido al debate.
Como causas se indican los cambios de las
personas y el cambio de prioridades debido al
incremento de la carga de trabajo (principal-
mente el aumento en el número de resolucio-
nes y de informes relacionados con la apertu-
ra de establecimientos comerciales y con las
operaciones de concentración). En cualquier
caso, la OCDE lamentó que las limitaciones de
recursos reduzcan las funciones del Tribunal
como promotor de la competencia y el hecho
de que dicha función sea menos pública. Y
propuso que el Tribunal tenga un mayor pro-
tagonismo en los debates. Véase OECD
(2000).
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